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Panel integrado por su presidente el Juez Candelaria 

Rosa, el Juez Cancio Bigas y el Juez Adames Soto1. 

 

Cancio Bigas, Juez Ponente 

 

 

RESOLUCIÓN 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 27 de septiembre de 

2018. 

Comparece la señora Myriam Dee Fox Aguiar (en 

adelante, peticionaria o señora Fox Aguiar) solicitando 

que revisemos una determinación emitida por el Tribunal 

de Primera Instancia, Sala Superior de Carolina, el 14 

de agosto de 2018 y notificada el 22 de agosto de 2018. 

En la misma el foro de primera instancia declaró “No Ha 

Lugar” cierta solicitud de reconsideración, nulidad de 

sentencia y paralización presentada por la señora Fox 

Aguiar. Junto con el recurso de Certiorari, la 

peticionaria presentó una Moción en Auxilio de 

Jurisdicción.  

Por las razones que exponemos a continuación, 

denegamos la expedición del auto de Certiorari y 

                                                 
1 En Sustitución de Juez Ramirez Nazario, de conformidad con la 

Orden Administrativa Núm. TA-2018-208. 
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declaramos “No Ha Lugar” a la Moción en Auxilio de 

Jurisdicción. 

Veamos brevemente el tracto procesal del presente 

caso.  

I 

 El 23 de octubre de 2014, el Scotiabank de Puerto 

Rico (en adelante, Scotiabank o recurrido) demandó en 

cobro de dinero y ejecución de hipoteca por la vía 

ordinaria a la peticionaria. La señora Fox Aguiar 

presentó su contestación a la demanda el 8 de mayo de 

2015.  

 Tras varias incidencias procesales, el foro 

primario emitió una Sentencia el 31 de marzo de 2017, 

notificada el 26 de abril del mismo año. En la misma, y 

entre otras cosas, condenó a la peticionaria a pagar el 

monto adeudado a Scotiabank, junto con intereses, 

costas, honorarios de abogado y otros gastos inherentes 

al procedimiento, hasta el saldo de la deuda. La señora 

Fox Aguiar presentó una solicitud de reconsideración y 

determinaciones de hechos adicionales, a la cual 

Scotiabank se opuso. El foro de primera instancia 

declaró “No Ha Lugar” el remedio solicitado por la parte 

peticionaria.   

 Por otra parte, el 1 de junio de 2017, la parte 

peticionaria presentó ante este Tribunal una Apelación, 

a la cual le siguió una Moción en Auxilio de 

Jurisdicción, presentada el 26 de julio de 2017.2 

Scotiabank se opuso a dicha apelación el 17 de agosto de 

                                                 
2 Acorde alega la parte recurrida en el escrito titulado Oposición 

a “Moción de Reconsideración al Amparo de la Regla 47 de las de 

Procedimiento Civil Vigentes y Acción Independiente de Nulidad de 

Sentencia dentro del Mismo Pleito”, la parte peticionaria acudió 

anteriormente ante este foro apelativo intermedio en busca de 

remedio, mediante la presentación de una apelación en el año 2017.  

Apéndice del Certiorari, pág. 53. Este Tribunal toma conocimiento 

judicial de la Sentencia emitida en Scotiabank de Puerto Rico v. 

Myriam Dee Fox Aguiar, KLAN201701024 (TA, 2017). 
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2018. Otro panel de este Tribunal confirmó el dictamen 

apelado el 18 de septiembre de 2017. 

 Posteriormente, Scotiabank presentó una Moción 

Solicitando la Ejecución de la Sentencia, pidiendo la 

venta de la propiedad objeto del presente pleito en 

pública subasta.   

 Así las cosas, el 5 de abril de 2018, y dentro del 

mismo pleito ya adjudicado por el Tribunal de Primera 

Instancia, la señora Dee Fox presentó una moción 

titulada Urgente Nulidad de Sentencia dentro del Mismo 

Pleito y Solicitud de Paralización, donde, en síntesis, 

alegó que el pleito debía ser paralizado, dado que la 

parte demandante era parte de una clase, en un pleito 

incoado en el Tribunal Federal, Distrito de Puerto Rico, 

contra diversas instituciones bancarias, dentro de las 

cuales figuraba Scotiabank, por alegadas violaciones e 

ilegalidades el momento de originar, tramitar y ejecutar 

garantías hipotecarias. Por los mismos fundamentos, 

expresó que la sentencia emitida en el caso epígrafe 

debía dejarse sin efecto. Añadió que varios foros 

primarios y paneles de este tribunal habían optado por 

paralizar pleitos similares el de epígrafe, en espera al 

resultado el pleito de clase antes incoado. 

 El foro de primera instancia, mediante Orden 

emitida y notificada el 27 de junio de 2018, autorizó la 

ejecución del bien inmueble objeto del presente pleito.  

 El 9 de julio de 2018, la señora Fox Aguiar 

presentó una Moción de Reconsideración al Amparo de la 

Regla 47 de las de Procedimiento Civil Vigentes, 

Solicitud de Remedio y Reiterando Procedencia de Urgente 

Acción Independiente de nulidad de Sentencia Dentro del 

Mismo Pleito y Solicitud de Paralización. En la misma, 
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solicitó la reconsideración de la orden dictada por el 

foro primario, y reiteró los argumentos esbozados 

anteriormente para la paralización del pleito.  

 Scotiabank presentó su oposición el 8 de agosto de 

2018. En síntesis, alegó que los pleitos señalados por 

la peticionaria al momento no se habían certificado como 

pleitos de clase. Además, indicó que, entre otros, un 

pleito casi idéntico al pleito Saad v. Scotiabank, 17-

02263- el pleito 17-01448, de conformidad con el 

documento titulado Opinion and Order, emitido por el 

Tribunal Federal, Distrito de Puerto Rico- se había 

desestimado. Añadió que el Juez Besosa emitió una Orden 

en el caso 17-02263, en la cual dispuso que el foro 

federal no había ordenado la paralización de los pleitos 

donde los demandantes apareciesen como demandados en 

controversias relacionadas a cobro de dinero o 

ejecuciones de hipoteca. Indicó, además, que el 

argumento de la parte peticionaria con relación a que la 

sentencia es nula por existir otro pleito en el foro 

federal, indicó que para que ello proceda, la sentencia 

emitida por el foro primario debía ser nula, lo cual no 

era el caso.  

 El foro primario emitió una Resolución el 14 de 

agosto de 2018, Declarando “No Ha Lugar” la Moción de 

Reconsideración al Amparo de la Regla 47 de las de 

Procedimiento Civil Vigentes, Solicitud de Remedio y 

Reiterando Procedencia de Urgente Acción Independiente 

de nulidad de Sentencia Dentro del Mismo Pleito y 

Solicitud de Paralización.3 

                                                 
3 Entendemos que, implícitamente, declaró también “No Ha Lugar” la 

Urgente Nulidad de Sentencia dentro del Mismo Pleito y Solicitud de 

Paralización, dado que los argumentos y alegaciones de ésta se 

encontraban incluidos en la reconsideración antes mencionada.  
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 Inconforme, la señora Fox Aguiar presentó ante 

nosotros una Petición de Certiorari, alegando la 

comisión de los siguientes errores:  

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia 

al no resolver en sus méritos la acción 

independiente de nulidad de sentencia y no 

relevar a la parte demandada-recurrente [sic] 

de la sentencia emitida en este caso.  

 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia 

al no celebrar una vista evidenciaria en este 

caso de conformidad con las alegaciones 

contenidas en la acción independiente de 

nulidad de sentencia. 

  

Erró el honorable Tribunal de Primera Instancia 

al declarar Con Lugar una solicitud de 

ejecución de sentencia mientras se encontraban 

pendientes de resolución solicitudes de 

determinación de hechos adicionales y una 

acción independiente de nulidad de sentencia.  

  

 Junto con el Certiorari, presentó una Moción en 

Auxilio de Jurisdicción, solicitando la paralización del 

pleito, en síntesis, alegando que el no hacerlo 

constituiría un fracaso de la justicia.  

 Prescindiendo de la comparecencia de la parte 

recurrida, resolvemos.  

II 

El recurso de certiorari es el mecanismo procesal 

idóneo para que una parte afectada por una resolución u 

orden interlocutoria emitida por el foro primario pueda 

acudir en alzada ante el Tribunal de Apelaciones, y así 

revisar tal dictamen. Regla 52.1 y 52.2(b) de 

Procedimiento Civil de Puerto Rico, 32 LPRA Ap. V, Rs. 

52.1 y 52.2(b); Regla 32(D) del Reglamento del Tribunal 

de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 32(D).  

Nuestro ordenamiento jurídico procesal limitó 

mediante la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra, la 

jurisdicción del Tribunal de Apelaciones para revisar 
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los dictámenes interlocutorios mediante certiorari. La 

Regla establece las circunstancias excepcionales en las 

que el foro revisor tendría autoridad para atender 

mediante el referido auto determinaciones 

interlocutorias del Tribunal de Primera Instancia. Job 

Conn. Ctr v. Sups. Econo, 185 DPR 585, 594-595 (2012). 

En lo pertinente al presente caso, la Regla 52.1 de 

Procedimiento Civil, supra, dispone lo siguiente:   

El recurso de certiorari para revisar 

resoluciones u órdenes interlocutorias 

dictadas por el Tribunal de Primera Instancia, 

solamente será expedido por el Tribunal de 

Apelaciones cuando se recurra de una 

resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 o 

de la denegatoria de una moción de carácter 

dispositivo. No obstante, y por excepción a lo 

dispuesto anteriormente, el Tribunal de 

Apelaciones podrá revisar órdenes o 

resoluciones interlocutorias dictadas por el 

Tribunal de Primera Instancia cuando se 

recurra de decisiones sobre la admisibilidad 

de testigos de hechos o peritos esenciales, 

asuntos relativos a privilegios evidenciaros, 

anotaciones de rebeldía, en casos de 

relaciones de familia, en casos que revistan 

interés público o en cualquier otra situación 

en la cual esperar a la apelación constituiría 

un fracaso irremediable de la justicia. Al 

denegar la expedición de un recurso de 

certiorari en estos casos, el Tribunal de 

Apelaciones no tiene que fundamentar su 

decisión. Id.   

 
Así las cosas, una vez superado el primer 

requerimiento procesal para que el recurso de certiorari 

pueda ser expedido, procede realizar un segundo examen 

caracterizado por la facultad discrecional otorgada a 

este Tribunal Apelativo para autorizar su expedición y 

adjudicar sus méritos. En aras de que podamos ejercer 

nuestra facultad revisora de manera oportuna y adecuada, 

la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 

4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40, enumera los criterios que 
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permiten tal proceder. En particular, esta Regla dispone 

que:  

El tribunal tomará en consideración los 

siguientes criterios al determinar la 

expedición de un auto de certiorari o de una 

orden de mostrar causa:  

  
(A)  Si el remedio y la disposición de la 

decisión recurrida, a diferencia de sus 

fundamentos, son contrarios a derecho.  

  
(B)  Si la situación de hechos planteada es 

la más indicada para el análisis del 

problema.   
 
(C)  Si ha mediado prejuicio, parcialidad o 

error craso y manifiesto en la apreciación de 

la prueba por el Tribunal de Primera 

Instancia.   
 
(D)  Si el asunto planteado exige 

consideración más detenida a la luz de los 

autos originales, los cuales deberán ser 

elevados, o de alegatos más elaborados.   
 
(E)  Si la etapa del procedimiento en que se 

presenta el caso es la más propicia para su 

consideración.    

 
(F)  Si la expedición del auto o de la orden 

de mostrar causa no causan un fraccionamiento 

indebido del pleito y una dilación indeseable 

en la solución final del litigio.   
 
(G) Si la expedición del auto o de la orden 

de mostrar causa evita un fracaso de la 

justicia.   
 

Estos criterios nos sirven de guía para poder, de 

manera sabia y prudente, procurar siempre una solución 

justiciera. IG Builders v. BBVAPR, 185 DPR 307, 337-338 

(2012); Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 

83, 98 (2008). Si luego de la debida evaluación el 

Tribunal decide no expedir el recurso, este puede 

fundamentar su determinación de no expedir, más no tiene 

la obligación de hacerlo. Rivera Figueroa v. Joe’s 

European Shop, 183 DPR 580, 596 (2011); Regla 52.1 de 

Procedimiento Civil, supra.  
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Finalmente, es sabido que, como norma general, en 

ausencia de circunstancias extraordinarias, o indicios 

de pasión, prejuicio, parcialidad o error manifiesto, 

las determinaciones realizadas por el Tribunal de 

Primera Instancia merecen deferencia y respeto por parte 

del Tribunal de Apelaciones. Regla 42.2 de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 42.2; Lluch v. España Service 

Sta., 117 DPR 729, 745 (1986); McConnell v. Palau, 161 

DPR 734, 750 (2004).4 

III 

 El recurso traído ante nuestra consideración alega, 

en síntesis, que (1) la Sentencia dictada en el caso de 

epígrafe debe ser anulada, debido a la existencia de un 

alegado pleito de clase donde están incluidas las partes 

del caso de epígrafe; y (2) bajo los mismos fundamentos 

el pleito debe ser paralizado, celebrándose además una 

vista para presentar prueba de las alegaciones hechas 

por la parte aquí peticionaria. 

 Del expediente presentado ante nuestra 

consideración, no se desprende que exista aun un pleito 

de clase relacionado con los hechos o las partes del 

caso de epígrafe. Mas bien surge que en el foro federal 

hay pleitos incoados donde, en la demanda, se alega la 

existencia de una clase afectada y se solicita su 

certificación como uno de clase. La solo existencia de 

una acción de clase no tiene el efecto de paralizar los 

procedimientos ante un foro judicial estatal cuando no 

hay una ley que lo autorice, o se emita una orden o 

interdicto que lo disponga; o cuando el juez, utilizando 

su discreción, provea lo que sea propio si entendiera 

                                                 
4 Véase, Dávila Nieves v. Meléndez Marín, 187 DPR 750, 771 (2013); 

Argüello v. Argüello, 155 DPR 62, 79 (2001); Trinidad v. Chade, 153 

DPR 280, 289 (2001). 
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que con ello adelanta los fines de la justicia. Ninguna 

de estas situaciones aplica a este caso, donde ya hay 

una sentencia que es final y firme.   

No se deprende del proceder del foro primario 

indicio de errores de derecho que hagan apropiada 

nuestra intervención. Del mismo modo, no vemos en la 

determinación del Tribunal de Primera Instancia indicio 

de craso abuso de discreción, prejuicio o parcialidad, o 

que se equivocara en la interpretación o aplicación de 

cualquier norma procesal o de derecho sustantivo. Por 

tanto, resolvemos no expedir el recurso de certiorari 

solicitado. 

IV 

 Por todo lo anterior, denegamos la expedición del 

recurso de Certiorari presentado, y declaramos “No Ha 

Lugar” la Moción en Auxilio de Jurisdicción5.  

 Notifíquese inmediatamente. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

 

LCDA. LILIA M. OQUENDO SOLÍS 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

                                                 
5 Con respecto a la solicitud de elevar los autos originales del 

caso, contenida en la Moción en Auxilio de Jurisdicción, este 

Tribunal determina “Nada Que Proveer”.  


